
C.A. de Santiago.

Santiago, diez de septiembre de dos mil veintiséis.  

Vistos y teniendo presente:  

Primero: Que comparece , abogado, en favor de 

,  de nacionalidad venezolana,  y deduce 

acción de protección en contra del Servicio Nacional de Migraciones y de la 

Subsecretaría del Interior, por lo que estima constituye un actuar ilegal y 

arbitrario, al no dar respuesta a su solicitud de carta de nacionalización.

Expone  que  después  de  cumplir  con  los  requisitos  y  plazos 

correspondientes,  habiendo obtenido  la  residencia  definitiva,  el  recurrente 

inició el  trámite de carta de nacionalización el  23 de marzo de 2024,  sin 

embargo, desde la fecha de dicha presentación, no ha obtenido información 

ni notificación sobre el estado de ese trámite. Acusa vulneración a la garantía 

del numeral 2° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

Solicita se ordene a la parte recurrida a que se pronuncie sobre la 

petición de nacionalización del recurrente dentro de un plazo de 60 días, o el 

que se estime conforme al  mérito de autos,  y en general  se adopten las 

providencias que sean necesarias para establecer el  imperio del  derecho, 

todo lo anterior con costas.

Segundo: Que,  informando  el  Servicio  Nacional  de  Migraciones, 

solicita el rechazo del recurso, ya que no existe un acto ilegal o arbitrario que 

haya de ser enmendado por la vía cautelar. En efecto, describe los avances 

del  proceso,  señalando  que  la  solicitud  de  carta  de  nacionalización  se 

encuentra en etapa de “Análisis” desde el 27 de agosto de 2025, y que, como 

la parte recurrente cuenta con residencia definitiva, no se le ha perturbado de 

ninguna manera el goce de sus derechos. Agrega que la competencia del 

Servicio  es  para  tramitar  la  solicitud  y  remitir  el  oficio  con  la  calificación 

favorable o desfavorable ante el Gabinete de la Subsecretaría del Interior, 

con el objeto de que sea el Presidente de la República quien resuelva sobre 

su concesión o rechazo.

Sostiene, además, que el plazo establecido en el artículo 27 de la Ley 

N°19.880  no  es  fatal  para  la  administración,  invocando  jurisprudencia  en 

apoyo a esa alegación.

Tercero: Que, informando el Ministerio del Interior y la Subsecretaría 

del Interior exponen, en primer lugar, que corresponde al Servicio Nacional de 
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Migraciones  tramitar  las  solicitudes  de  carta  de  nacionalización  para  su 

posterior resolución por parte del Ministerio.

Luego,  indican  que  los  antecedentes  en  cuestión  se  encuentran 

actualmente  en  estado  de  tramitación  ante  el  Servicio  Nacional  de 

Migraciones, como una etapa previa a la entrega de los antecedentes a dicha 

cartera de Estado para su posterior resolución. Al respecto, refieren que las 

solicitudes de nacionalización son sometidas a un análisis exhaustivo por 

parte de la autoridad, lo que implica una extensa tramitación; por otro lado, 

señalan que la  carta de nacionalización corresponde a una expresión del 

derecho a petición  consagrado en  el  artículo  19 N°14 de  la  Constitución 

Política de la República, e indican que entre enero y diciembre de 2025 se 

presentaron  un  total  de  39.482  solicitudes  de  otorgamiento  de  cartas  de 

nacionalización,  lo  cual  constituye  un  promedio  de  3.290  solicitudes 

mensuales.

Por tales razones, explican que la no dictación del acto respectivo no 

es producto de un mero capricho, sino de la verificación de un procedimiento 

reglado, cuya aplicación se ha visto exponencialmente incrementada en los 

últimos años.

Sostienen que el plazo previsto por el artículo 27 de la Ley N°19.880 no 

constituye uno de carácter fatal para la administración y que no es posible 

concluir que la sola demora en la tramitación supone una vulneración en los 

derechos que la Constitución Política de la República establece.

Finalmente, mencionan que de acogerse la acción existe un riesgo de 

potencial vulneración de los derechos respecto de los demás interesados que 

se encuentran en similar situación a la del recurrente, y que la acción de 

protección  no  constituye  la  vía  idónea  para  obtener  la  aceleración  de  la 

tramitación de esa clase de procedimientos.

En razón de lo anterior, solicitan el rechazo de la acción, con costas, 

por carecer de motivos plausibles para litigar.

Cuarto: Que el  recurso de protección de garantías  constitucionales 

establecido  en  el  artículo  20 de  la  Constitución  Política  de  la  República, 

constituye  jurídicamente  una  acción  de  naturaleza  cautelar,  destinada  a 

amparar el legítimo ejercicio de las garantías y derechos preexistentes, que 

en esa misma disposición se enumeran, mediante la adopción de medidas de 
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resguardo que se deben tomar ante un acto arbitrario o ilegal que impida, 

amague o moleste ese ejercicio.

Quinto: Que el acto impugnado por la presente acción corresponde, 

según lo  indicado por  el  recurrente,  a  la  demora  en  la  tramitación  de la 

solicitud de carta de nacionalización que realizó el 23 de marzo de 2024.

Sexto: Que, para resolver el asunto se debe acudir a lo estatuido en la 

Ley N°19.880, atendido que, en su carácter de ley de bases, tiene aplicación 

supletoria de los procedimientos administrativos.

Séptimo: Que,  en  este  sentido  resulta  útil  destacar  el  principio  de 

celeridad,  previsto  en  su  artículo  7°,  conforme al  cual  la  autoridad debe 

impulsar  de oficio,  en todos sus trámites,  el  procedimiento administrativo, 

debiendo actuar por propia iniciativa,  haciendo expeditos los trámites que 

debe cumplir el expediente y removiendo todo obstáculo que pudiere afectar 

a su pronta y debida decisión.

Lo anterior resulta congruente con el principio conclusivo, consagrado 

en el artículo 8°, que determina la necesidad de término del procedimiento 

con un acto decisorio que se pronuncie sobre la cuestión de fondo, así como 

con el principio de economía procedimental, del artículo 9°, que manda a la 

Administración responder con eficacia, evitando trámites dilatorios.

Por  último,  el  artículo  14  define  el  principio  de  inexcusabilidad 

señalando que la Administración está obligada a dictar resolución expresa en 

todos  los  procedimientos  y  a  notificarla,  cualquiera  que sea su  forma de 

iniciación.

Octavo: Que, de acuerdo a lo informado por las recurridas, queda en 

evidencia el  incumplimiento de la  normativa que regula  la  actividad de la 

Administración,  toda  vez  que  la  autoridad  respectiva  ha  desconocido  la 

aplicación  de  los  principios  de  celeridad,  conclusivo,  de  economía 

procedimental e inexcusabilidad, en tanto ha dilatado la decisión respecto de 

la solicitud de nacionalización, excediendo el plazo establecido en el artículo 

27 de la mencionada Ley N°19.880.

Noveno: Que, por tanto, la dilación del recurrido -Servicio Nacional de 

Migraciones- en la tramitación de la solicitud, en este caso particular, debe 

ser calificada de ilegal y arbitraria porque vulnera la garantía de igualdad ante 

la ley consagrada en el artículo 19 N°2 de la Carta Fundamental, en tanto 

importa una discriminación en contra de la parte recurrente en relación con el 
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trato dispensado a otros interesados que, en situación jurídica equivalente, 

han podido tramitar debidamente sus solicitudes con una respuesta formal y 

oportuna  en  la  que  se  contengan  las  razones  conforme  a  las  cuales  la 

autoridad ha adoptado la decisión terminal pertinente.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto 

en los artículos 19 y 20 de la Constitución Política de la República y Auto 

Acordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema sobre  la  materia,  se  acoge,  sin 

costas,  el  recurso  de  protección  deducido  en  favor  de  

,  sólo  en  cuanto  se  ordena  al  Servicio  Nacional  de 

Migraciones, como medida para restablecer el imperio del derecho, dar curso 

progresivo a la tramitación de la solicitud de carta de nacionalización de la 

parte recurrente, dentro del ámbito de sus competencias, ello dentro del plazo 

de sesenta días hábiles contados desde que el presente fallo quede firme y 

ejecutoriado.

Acordada la decisión anterior con el  voto en contra de la ministra 

señora Elsa Barrientos Guerrero,  quien fue del  parecer  de  rechazar  el 

recurso, teniendo presente para ello:

1°. Que,  de  la  revisión  de  los  antecedentes,  surge que la  solicitud 

deducida por la parte recurrente se encuentra en actual tramitación ante la 

autoridad  administrativa,  en  la  que  por  cierto  se  deben  recabar  los 

antecedentes necesarios para adoptar un pronunciamiento fundado.

2°. Que, en tal contexto, es un hecho público y notorio que el Servicio 

Nacional de Migraciones enfrenta un incremento exponencial de solicitudes 

de  regularización  migratoria,  circunstancia  que  incrementa  de  manera 

significativa  su  carga  de  trabajo  y  que,  lejos  de  justificar  decisiones 

automáticas o apresuradas, impone a la autoridad el deber de realizar un 

examen reflexivo,  serio y atento de cada requerimiento,  antes de conferir 

beneficios  migratorios  que,  por  su  naturaleza,  requieren  una  ponderación 

cuidadosa de los antecedentes. En consecuencia, el plazo por el que se ha 

extendido tal proceso resulta ser razonable.

3°. Que,  adicionalmente,  esta  disidente  no  desconoce  que  la  Ley 

N°19.880, en su artículo 7º dispone que la autoridad debe impulsar de oficio, 

en todos sus trámites, el procedimiento administrativo, debiendo actuar por 

propia  iniciativa,  haciendo  expeditos  los  trámites  que  debe  cumplir  el 

expediente y removiendo todo obstáculo que pudiere afectar a su pronta y 
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debida decisión, y que por otro lado, el principio conclusivo, consagrado en el 

artículo 8º, determina la necesidad de término del procedimiento mediante un 

acto decisorio que se pronuncie sobre la cuestión de fondo, solo que en este 

caso, el asunto propuesto -en los términos planteados- excede el ámbito de 

aplicación del presente arbitrio por no ser esta la vía idónea para agilizar 

pronunciamientos administrativos.

Que, sin embargo, no resulta posible calificar el actuar que se reprocha 

como arbitrario o ilegal. En efecto, si bien es cierto que el artículo 27 de la 

Ley Nº19.880 contempla un plazo de 6 meses para la  tramitación de un 

procedimiento administrativo, este término no se trata de uno fatal, tal como 

lo ha razonado la Corte Suprema en la doctrina citada por la parte recurrida.

4°. Que, en todo caso, resulta esencial precisar que la obtención de la 

nacionalización es otorgada por el Presidente de la República, en decreto 

refrendado por el Ministerio del Interior, según se precisa en el artículo 1° del 

Decreto  Supremo  N°5142  de  1960,  que  fija  el  texto  refundido  de  las 

disposiciones  sobre  nacionalización  de  extranjeros.  Lo  anterior,  no  se  ve 

modificado  para  el  caso  de  la  nacionalización  calificada,  regulada  en  el 

artículo 85 de la  Ley N°21.325.  Así  las cosas,  es posible advertir  que la 

concesión de la carta de nacionalización es una potestad exclusiva de la 

autoridad  administrativa,  cuyo  acto  terminal  es  fruto  de  la  potestad 

discrecional radicada en la aludida autoridad, por lo que no se puede forzar la 

dictación del acto terminal mediante la presente vía judicial, precisamente por 

el  hecho de corresponder a una potestad de la autoridad donde se debe 

efectuar una ponderación acabada de los fundamentos esgrimidos para su 

petición.

5°. Que, de otro lado, tampoco se puede advertir una afectación a la 

garantía de igualdad ante la ley, pues la parte recurrente se encuentra a la 

espera de la respuesta en igualdad de condiciones con otros solicitantes, de 

tal forma que, de acceder a la presente acción, se estaría otorgando un trato 

preferente al  actor,  razón por la  que,  en su parecer,  el  recurso debe ser 

desestimado.

Regístrese, comuníquese y archívese, en su oportunidad. 

N° Protección-18229-2026.
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Elsa Barrientos Guerrero
Ministro
Corte de Apelaciones
Diez de septiembre de dos mil veintiséis
12:38 UTC-3

Tomás Guillermo Gray Gariazzo
Ministro
Corte de Apelaciones
Diez de septiembre de dos mil veintiséis
12:37 UTC-3

Daniel Eduardo Aravena Pérez
Ministro(S)
Corte de Apelaciones
Diez de septiembre de dos mil veintiséis
12:47 UTC-3
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Pronunciado por la Décima Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Elsa

Barrientos G., Tomas Gray G. y Ministro Suplente Daniel Eduardo Aravena P. Santiago, diez de

septiembre de dos mil veintiseis.

En Santiago, a diez de septiembre de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.

Copia anonimizada


